
 

 

 

 

OFIC-JR-SAN-2961 
 
Bucaramanga, 02 de mayo de 2022 
 
Doctor 
GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA 
JUEZ SEXTO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONTROL DE GARANTIAS DE 
BUCARAMANGA DESCENTRALIZADO EN FLORIDABLANCA – SANTADER  
j06pmfcgbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E. S. D 
 
Referencia: IMPUGNACION FALLO DE TUTELA 
Accionante NANCY MATILDE LÓPEZ QUINTERO, quien actúa como agente oficioso de su nieto 
BRAYAN ANDRÉS LÓPEZ SIERRA 
Accionada: ASMET SALUD EPS 
Radicado: 2022-00044 
 
JAQUELINE YACUMAL GRANADOS, identificada como aparece al pié de firma, obrando como 
Gerente Departamental sede Santander, de ASMET SALUD EPS SAS, conforme al poder especial 
conferido por el representante legal de esta entidad que se adjunta, muy respetuosamente y 
encontrándome dentro del término legal, me permito IMPUGNAR el fallo de tutela proveído por su 
Despacho dentro de la causa de la referencia, con base en las consideraciones fácticas y jurídicas que 
expongo a continuación: 
 

CONSIDERACIONES DE LA IMPUGANCIÓN 
 
Mediante fallo de tutela de fecha 29 de abril de 2022, el SEXTO PENAL MUNICIPAL CON 
FUNCIONES DE CONTROL DE GARANTIAS DE BUCARAMANGA DESCENTRALIZADO EN 
FLORIDABLANCA, tuteló los derechos fundamentales de BRAYAN ANDRÉS LÓPEZ SIERRA en 
consecuencia resolvió: 
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En la sentencia, el a quo, ordena a la EPS autorice y materialice en favor del agenciado BRAYAN 
ANDRÉS LÓPEZ SIERRA, el servicio de cuidador domiciliario doce (12) horas diurnas de lunes a 
viernes, conforme el criterio prescrito por el médico tratante el 18 de junio de 2018, orden frente a la 
cual nos oponemos y con la que nos encontramos en desacuerdo, teniendo en cuenta las siguientes:  
 
 

MANIFESTACIONES 
 
Así las cosas, me permito reiterar que el servicio solicitado CUIDADOR se encuentra excluido del Plan 
Básico de Salud, razón por la cual no es responsabilidad de mi representada suministrar dichos 
servicios a la accionante.  Adicional a lo anterior, la orden médica que pretende hacer valer el a quo 
tiene casi tres (3) años desde su expedición por el médico tratante de BRAYAN ANDRÉS LÓPEZ 
SIERRA, razón por la cual a la fecha se desconoce el estado de salud actual del paciente y la 
pertenencia médica para el servicio de cuidador domiciliario doce (12) horas diurnas de lunes a viernes 
que ordena el a quo en fallo de tutela de primera instancia.  
 
Ahora bien, pertinente sea indicar su señoría, los pronunciamientos de la Corte Constitucional sobre la 
figura del cuidador domiciliario, la cual es distinta a la atención médica domiciliaria y/o servicio de 
enfermería. La sentencia T-154 de 2014 sistematizó las características de los cuidadores de la siguiente 
manera:  
 

(i) Por lo general son sujetos no profesionales en el área de la salud, (ii) en la mayoría de los 
casos resultan ser familiares, amigos o personas cercanas de quien se encuentra en 
situación de dependencia, (iii) prestan de manera prioritaria, permanente y comprometida 
el apoyo físico necesario para satisfacer las actividades básicas e instrumentales de la 
vida diaria de la persona dependiente, y aquellas otras necesidades derivadas de la 
condición de dependencia que permitan un desenvolvimiento cotidiano del afectado, y 
por último, (iv) brindan, con la misma constancia y compromiso, un apoyo emocional al 
sujeto por el que velan 
 

Igualmente, esta corporación en sentencia T-801 de 1998 señaló que “dentro de la familia, entendida 
como núcleo esencial de la sociedad, se imponen una serie de deberes especiales de protección y 
socorro reciproco, que no existen respecto de los restantes sujetos que forman parte de la comunidad. 
En efecto, los miembros de la pareja, sus hijos y sus padres, y, en general, los familiares más próximos 
tienen deberes de solidaridad y apoyo recíproco, que han de subsistir más allá de las desavenencias 
personales.” (Subrayado fuera del texto original)  
En armonía con lo expuesto, la sentencia T-154 de 2014 indicó que la responsabilidad de atención y 
cuidados que requiere el paciente es de los familiares, siempre que concurran las siguientes 
circunstancias:  

(i) que efectivamente se tenga certeza médica de que el sujeto dependiente solamente requiere 
que una persona familiar o cercana se ocupe de brindarle de forma prioritaria y 
comprometida un apoyo físico y emocional en el desenvolvimiento de sus actividades 
básicas cotidianas, (ii) que sea una carga soportable para los familiares próximos de 
aquella persona proporcionar tal cuidado, y (iii) que a la familia se le brinde un 
entrenamiento o una preparación previa que sirva de apoyo para el manejo de la persona 



 

 

 

dependiente, así como también un apoyo y seguimiento continuo a la labor que el 
cuidador realizará, con el fin de verificar constantemente la calidad y aptitud del cuidado. 
Prestación esta que sí debe ser asumida por la EPS a la que se encuentre afiliada la 
persona en situación de dependencia.  
 

Y es por lo anterior, que al reunir las circunstancias requeridas para configurarse el principio 
constitucional de solidaridad, es deber de los familiares del usuario BRAYAN ANDRES LOPEZ SIERRA 
cuidar de su salud y brindarle la atención que requiera para realizar las actividades primarias de cuidado 
personal, máxime por tratarse de una persona de especial protección. El médico domiciliario estaría 
dispuesto a proporcionar el entrenamiento que sirva de apoyo a la labor que el cuidador (familiar) 
realizará. 

 
Así las cosas, al configurarse una orden judicial tendiente a garantizar un servicio médico que no se 
financia con recursos de la Unidad de Pago por Capitación (UPC), como es el CUIDADOR 
DOMICILIARIO, se estaría ocasionando un desequilibrio económico y desfinanciación de nuestra 
operación, por ende, no tendremos recursos para cumplir con lo PBS, porque hemos tenido que gastar 
los recursos enviados para cubrir el plan de beneficios en salud, en tecnologías y servicios excluidas por 
el plan de beneficios.  
 
 

PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD FAMILIAR 
 

Sentencia T-017/13 
 

Familiares tienen la obligación de colaborar con el costo de medicamentos y servicios prescritos NO 
PBS, cuando se encuentre probada la capacidad económica de alguno de ellos. 
 
 La idea de que los recursos del Sistema de Seguridad Social en Salud son limitados y normalmente 
escasos ha llevado a un consenso sobre la relevancia de reservarlos a asuntos prioritarios. En el ámbito 
de la acción de tutela, esto significa que deben ser invertidos en la financiación de prestaciones que no 
pueden ser asumidas directamente por sus destinatarios. La falta de capacidad para sufragar los 
medicamentos, tratamientos, procedimientos o insumos que son ordenados por el médico tratante pero 
no están incluidos en el plan de beneficios de salud del paciente es, en efecto, y de conformidad con lo 
reseñado en el acápite anterior, uno de los requisitos que deben acreditarse en orden a obtener su 
autorización por esta vía excepcional. Tal exigencia ha sido asociada a la prevalencia del interés general 
y, sobre todo, al principio de solidaridad, que les impone a los particulares el deber de vincular su propio 
esfuerzo y actividad en beneficio o apoyo de otros asociados o en interés colectivo. Así, la jurisprudencia 
constitucional ha entendido que quienes cuentan con capacidad de pago deben contribuir al equilibrio 
del sistema, sufragando los medicamentos y servicios médicos NO POS que requieran, en lugar de 
trasladarle dicha carga al Estado, que se vería limitado para hacer realidad su propósito de ampliar 
progresivamente la cobertura del servicio de salud.  
 
La jurisprudencia constitucional ha definido el principio de solidaridad como “un deber, impuesto a toda 
persona por el sólo hecho de su pertenencia al conglomerado social, consistente en la vinculación del 
propio esfuerzo y actividad en beneficio o apoyo de otros asociados o en interés colectivo” (Subrayado 
Fuera de Texto)  



 

 

 

 
Asimismo, ha determinado que todos los ciudadanos colombianos tienen el deber de actuar en 
concordancia con el principio de solidaridad y colaborar humanitariamente a sus semejantes que se 
encuentren en situaciones que pongan en peligro su vida o salud, de conformidad con el artículo 95 
Superior.  
 
En relación con lo anterior, la Corte ha resaltado que LA FAMILIA ES LA ENCARGADA DE 
PRESTARLES A SUS MIEMBROS MÁS CERCANOS LA ATENCIÓN QUE NECESITE 
ORIGINALMENTE, SIN PERJUICIO DEL DEBER CONSTITUCIONAL QUE OBLIGA AL ESTADO A 
PROTEGER LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS ASOCIADOS. 
 
 En este sentido, este Tribunal ha conceptuado: 
 
 “La sociedad colombiana, fiel a sus ancestrales tradiciones religiosas, sitúa inicialmente en la familia las 
relaciones de solidaridad. Esta realidad sociológica, en cierto modo reflejada en la expresión popular "la 
solidaridad comienza por casa", tiene respaldo normativo en el valor dado a la familia como núcleo 
fundamental (CP. art. 42) e institución básica de la sociedad (CP. art. 5). En este orden de ideas, se 
justifica exigir a la persona que acuda a sus familiares más cercanos en búsqueda de asistencia o 
protección antes de hacerlo ante el Estado, salvo que exista un derecho legalmente reconocido a la 
persona y a cargo de éste, o peligren otros derechos constitucionales fundamentales que ameriten una 
intervención inmediata de las autoridades (CP art. 13).” 
 
 Esta Corporación ha reiterado esta posición, como se lee a continuación:  
 
“3.1.3. La jurisprudencia citada permite ver con claridad que, dada la existencia de determinadas 
condiciones –que quien pretenda obtener la protección constitucional se encuentre en una condición de 
manifiesta debilidad fehacientemente demostrada y que sea igualmente comprobada la imposibilidad 
material de su familia para darle asistencia, un derecho social –el derecho a la salud, para el caso de la 
referencia– puede llegar hasta el punto de originar, en consecuencia, una obligación concreta por parte 
del Estado.”  
 
En conclusión, la familia tiene obligaciones, tales como colaborar con la atención y cuidado de sus 
integrantes. Por tanto, en toda situación en la que se encuentre probada la capacidad económica de 
alguno de los miembros más cercanos al paciente, y en la que a éste le hubieren sido prescritos 
servicios o medicamentos NO POS, el Estado no asumirá el costo de los mismos, ya que sus familiares 
son quienes deben sufragar los gastos virtud del principio de solidaridad. El Estado sólo se abrogará 
tales prestaciones en los casos en que el afiliado ni sus parientes cuenten con medios económicos para 
cancelar los servicios requeridos con necesidad. 
 

La imposibilidad de los jueces para decidir sobre la idoneidad de tratamientos y medicamentos 
de salud. 

 
En el marco del Sistema de Seguridad Social de Salud, la persona competente para determinar qué 
servicio requiere un paciente, es el médico tratante porque: (i) lo hace con base en criterios científicos; y 
(ii) dado que es el profesional que se encuentra en contacto con el enfermo tiene la mayor posibilidad de 
establecer cuál es el tratamiento más eficaz e idóneo para la enfermedad del convaleciente. Por 



 

 

 

consiguiente, el criterio vinculante para la orden del servicio médico es el del profesional adscrito a la 
E.P.S, pues esta es la encargada de la prestación de las asistencias en Salud. 
 
Empero, la jurisprudencia de esta Corporación ha flexibilizado este requisito, por dos vías: 
estableciendo que es obligatorio acatar la orden de un médico particular, si no es desvirtuada por la 
E.P.S. con sustento en criterios técnicos o científicos; (b) cuando el conjunto de prestaciones que 
conforman la garantía integral del derecho a la salud no estén necesariamente establecidas a priori, de 
manera concreta por el médico tratante, conlleva para el juez constitucional la necesidad de hacer 
determinable la orden en el evento de conceder el amparo, por ejemplo, “(i) mediante la descripción 
clara de una(s) determinada(s) patología(s) o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, 
(ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en 
cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable,” que se ha referido a los sujetos de especial y 
reforzada protección constitucional vinculados a una patología que determinan la orden concreta del 
juez de tutela. 
 
En esta lógica, el juez constitucional no es el competente “para ordenar tratamientos médicos y/o 
medicamentos no prescritos por el médico tratante al paciente. Por lo cual no es llamado a decidir sobre 
la idoneidad de los mismos”. Razón por la cual “[l]a actuación del Juez Constitucional no está dirigida a 
sustituir los criterios y conocimientos del médico sino a impedir la violación de los derechos 
fundamentales del paciente, luego el juez no puede valorar un tratamiento.” Por ello, uno de los 
requisitos jurisprudenciales “para que el juez constitucional ordene que se suministre un determinado 
procedimiento médico (…) que éste haya sido ordenado por el médico tratante.” 
 
En síntesis, esta Corporación estableció que la decisión relativa a cuáles son los tratamientos y 
medicamentos idóneos o adecuados para atender la patología de un paciente, no le corresponde al juez 
de tutela, pues esta facultad se encuentra en cabeza de los médicos. En este sentido indicó: “la reserva 
médica en el campo de los tratamientos se sustenta en los siguientes criterios: (i) el conocimiento 
médico-científico es el que da cuenta de la necesidad de un tratamiento o medicamento, para justificar la 
implementación de recursos económicos y humanos del sistema de salud. (ii) el conocimiento médico-
científico es el que vincula al médico con el paciente, de tal manera que el primero se obliga para con el 
segundo y de dicha obligación se genera la responsabilidad médica por las decisiones que afecten a los 
pacientes. Por lo tanto, (iii) el conocimiento médico-científico es el que debe primar y no puede ser 
sustituido por el criterio jurídico, so pena de poner en riesgo al paciente. Y esto, (iv) sin perjuicio que el 
juez cumpla a cabalidad su obligación de proteger los derechos fundamentales de los pacientes, incluso 
en la dinámica de la relación médico- paciente.” 
 

REQUISITO DE LA ORDEN MÉDICA 
 
Respecto del requisito de la orden médica proveniente de médico adscrito a la EPS donde se encuentra 
afiliado el usuario, se tiene que existe nutrida jurisprudencia, la orden médica es un requisito legal y 
jurisprudencial imposible de evadir.  
 
Sentencia T-441/14 - IMPOSIBILIDAD DEL JUEZ PARA ORDENAR EL RECONOCIMIENTO DE 
PRESTACIONES EN SALUD SIN ORDEN MEDICA - Reiteración de jurisprudencia 
 “(…) Para que el juez constitucional ordene que se preste un determinado servicio de salud, es 
condición esencial que éste haya sido ordenado por el médico tratante, quien no necesariamente debe 



 

 

 

pertenecer a la red prestadora de servicios de la entidad accionada, pero sí, debe ser un profesional 
idóneo especialista en el área de salud. Esta Corte ha indicado que no es competente para ordenar 
tratamientos en salud o medicamentos no prescritos por el médico tratante al paciente. El juez 
constitucional solo podrá impartir una orden en ese sentido, siempre y cuando haya una descripción 
clara o requerimiento médico de las prestaciones que se pretenden hacer valer mediante la interposición 
de acción de tutela. Por tal razón, para que el juez de tutela pueda ordenar que se suministre un 
determinado procedimiento médico, este debe haber sido ordenado por el médico tratante, pues no es el 
llamado a decidir sobre la idoneidad de los mismos o reemplazar criterios y conocimientos jurídicos, sino 
a impedir la violación de los derechos fundamentales del paciente. Atendiendo las circunstancias 
fácticas descritas y los elementos de juicio relevantes, en este caso, resulta evidente la importancia de 
que se realice una nueva valoración a la menor (…)”  
 
Esta Corporación, se ha pronunciado en diferentes oportunidades sobre las solicitudes de amparo 
constitucional para la prestación de un servicio de salud, en las que no se evidencie de forma clara, bien 
sea mediante criterio, concepto, justificación o requerimiento médico, la necesidad que tiene el paciente 
de que le sean autorizadas las prestaciones que conforman la atención integral. Al respecto, ha 
manifestado que no son los jueces de tutela los competentes para ordenar tratamientos médicos no 
prescritos por el médico tratante del paciente, resaltando que “la intervención del juez no está dirigida a 
sustituir los criterios y conocimientos del médico por los criterios y conocimientos del juez, sino a impedir 
la violación de los derechos fundamentales del paciente”  
 
En virtud del denominado criterio de necesidad, el juez de tutela podrá impartir una orden de tratamiento 
integral, siempre y cuando haya una prescripción clara del médico tratante, por cuanto se debe procurar 
un uso adecuado y racionalizado tanto de las posibilidades del personal médico, las instituciones 
prestadoras del servicio de salud, los medios científicos y tecnológicos, así como de los recursos que los 
sustentan. 
 
Sentencia T-345/13 - JUEZ CONSTITUCIONAL - No puede valorar un tratamiento médico.  
 
Siendo el médico tratante la persona facultada para prescribir y diagnosticar en uno u otro sentido, la 
actuación del Juez Constitucional debe ir encaminada a impedir la violación de los derechos 
fundamentales del paciente y a garantizar el cumplimiento efectivo de las garantías constitucionales 
mínimas, luego el juez no puede valorar un procedimiento médico. Por ello, al carecer del conocimiento 
científico adecuado para determinar qué tratamiento médico requiere, en una situación dada, un 
paciente en particular podría, de buena fe pero erróneamente, ordenar tratamientos que son ineficientes 
respecto de la patología del paciente, o incluso, podría ordenarse alguno que cause perjuicio a la salud 
de quien busca, por medio de la tutela, recibir atención médica en amparo de sus derechos. Por lo tanto, 
la condición esencial para que el juez constitucional ordene que se suministre un determinado 
procedimiento médico o en general se reconozcan prestaciones en materia de salud, es que éste haya 
sido ordenado por el médico tratante, pues lo que se busca es resguardar el principio según el cual, el 
criterio médico no puede ser remplazado por el jurídico, y solo los profesionales de la medicina pueden 
decidir sobre la necesidad y la pertinencia de un tratamiento médico. De los preceptos mencionados se 
puede concluir que, para que proceda la acción de tutela o incidente de desacato en un asunto 
determinado, se requiere que existan elementos objetivos de los cuales se pueda inferir una amenaza o 
vulneración cierta de derechos fundamentales, por lo que, para que sea exigible la autorización de un 
servicio, procedimiento, insumo o tratamiento es necesario que se cumplan todos los requisitos exigidos 



 

 

 

por la jurisprudencia constitucional, entre ellos que realmente exista una orden médica que contenga lo 
solicitado en la acción de tutela. De esta manera el Juez de Tutela no debe ordenar a la empresa 
promotora de salud el suministro de un servicio de salud NO ORDENADO por un médico adscrito a la 
EPS, pues en caso tal ¿quién asumiría la responsabilidad por asegurar el correspondiente 
consentimiento informado o los posibles eventos adversos que se puedan presentar? Con lo anterior se 
evidencia que al no acceder a la solicitud no es una negativa injustificada por parte de mi representada, 
por el contrario, está sustentada en la legislación vigente y en la necesidad de que la formula médica 
contenga los requisitos legales. 
 
 
 

PETICIONES 
 
PRIMERO: Se REVOQUE en su totalidad el fallo impugnado  por las razones expuestas y en 
consecuencia se ordene la DESVINCULACIÓN de ASMET SALUD EPS, en virtud a que mi 

representada no ha vulnerado derecho fundamental alguno de BRAYAN ANDRÉS LÓPEZ SIERRA 
 

ANEXOS 
 

- Copia poder especial a mi conferido para actuar dentro la presente causa. 

- Copia de certificado de existencia y representación legal de la EPS. 
 

NOTIFICACIONES 
 

Al afiliado tutelante en la dirección consignada en la solicitud de amparo, y la suscrita en la Calle 18 Nº 
21 -34, teléfono 6342931 – 6351740 de Bucaramanga y al correo electrónico 
notificacionesjudiciales@asmetsalud.org.co  

 
Atentamente, 
 
 

 
            
              
 

     Proyecto: H.R.V.J -  Profesional jurídico dptal 
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